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INTRODUCCION 
A lo largo de estas «Primeras Jornadas sobre el Sector Agro-Industrial», han sido (o lo serán 
próximamente) tratados distintos aspectos de los subsectores más característicos del complejo 
agro-alimentario, considerando específicamente a algunos de ellos, analizando la situación general y 
el futuro, así como la comparación de estas actividades en el amplio marco internacional de la 
Comunidad Económica Europea. 
Tratando de incidir, por lo tanto, lo menos posible en temas o aspectos ya considerados o 
pendientes de considerar, nuestra exposición va a procurar hacer un planteamiento complementario 
como aportación a las jornadas, con especiales referencias al complejo producción-industria y 
consumo, en lo que se ha dado en llamar el «sistema agroalimentario», a su conexión con la 
actuación administrativa del Estado y al esbozo de una problemática de tipo general, que afectando 
en todo su ámbito a la agro-industria, tiene sus orígenes en los comportamientos de la Administra-
ción o pueden ser remediados por las orientaciones de una política común para todo el país. 
En cualquier caso, los planteamientos a exponer son consecuencia de una opinión personal, 
nacida, indudablemente, de la experiencia adquirida tras años de responsabilidad administrativas en 
el campo agro-indsutrial. 
Es inevitable matizar que las circunstancias de tipo económico, social o político, están siendo 
sometidas a unos enfoques nuevos que han de dinamizar forzosamente todas las estructuras del 
Estado. Solamente nos van a preocupar dos aspectos muy característicos que inducen a nuevas 
trayectorias en la evolución de las actividades económicas de todo tipo dentro del Estado Español: las 
Autonomías y la declaración abierta de un régimen de Economía de Mercado, conceptos ambos 
claramente incluidos y firmemente afincados en la actual Constitución. 
Ello significa, por un lado, que los distintos Entes que dirijan las Nacionalidades o Autonomías 
que se configuren dentro del Estado, van a disponer y autogestionar, con más o menos responsabili-
dad, sus propios recursos económicos internos. Por otro, que las iniciativas económicas, en buena 
ley, solamente deben ser regidas por los principios elementales que inducen los flujos del mercado, 
con transparencia y libre competencia entre los entes afectados. Solamente la salvaguardia de los 
intereses del individuo en tanto afecten al colectivo, o los de la identidad territorial del estado, 
podrán, de alguna forma mediatizar estos principios. 
Estos son los nuevos planteamientos y cuanto a continuación se exponga, habrá de ser 
contemplado en el futuro con estos puntos de vista. 
EL SISTEMA AGRO-ALIMENTARIO 
Entre los medios que estudian la economía política, sobre todo en su vertiente rural, dentro de 
las sociedades industrializadas, con implicaciones importantes en su producto nacional bruto de 
origen agrario y con fuertes concentraciones urbanas consumistas y capitalizadas, se ha ido impo-
niendo el concepto de sistema agroalimentario. 
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La idea de integrar en una sola trayectoria los componentes de producción, industrialización, 
distribución y consumo, surgió hacia la década de los setenta, cristalizando con la iniciación de la 
crisis de las materias primas fósiles productoras de la energía tradicional. Los países desarrollados, 
apoyados en un empleo creciente e inconsciente de la eïiergía petrolífera, vieron seriamente 
amenazada su trayectoria de crecimiento y consumismo, reaccionando hacia la revalorización de los 
recursos productivos nacionales y sobre todo en Europa, fijando la atención en el sector agrícola. De 
esta forma se origina una revisión de los criterios que regían sus planteamientos económicos, 
pasando a ocupar las actividades agrarias y las de transformación de sus productos, uno de los 
primeros lugares en las jerarquías del interés político y económico nacional, que hasta entonces había 
estado supeditada a la gran industria básica de tipo químico, petroquímico o siderometalúrgico. 
En una simplificación de los conceptos, las distintas naciones sobre todo las carentes de recursos 
energéticos propios suficientes, trataron de potenciar su producción agraria con una clara intencio-
nalidad de controlar el encarecimiento de los crudos petrolíferos, bajo la base de implantar con los 
elaborados de origen agrario un sistema de intercambio, una especie de medio de pago para sus 
importaciones y equilibrio de las balanzas comerciales externas. 
Una muestra evidente de esta revalorización fue el fuerte impacto político que en los países de 
la C.E.E. ha tenido el relanzamiento y revalorización de la Política Agraria Común. Como anécdota 
indicativa, recuérdese que el propio Presidente de la República Francesa llamó con cierto enfasis a 
sus producciones agrarias como el «petróleo verde». 
Ante estos planteamientos de integración económica de los componentes productivos agrarios 
en las prioridades políticas nacionales se ha comprendido con evidente nitidez, que solamente la 
íntima conjunción de los agentes productores con los transformadores y distribuidores, encadenán-
dolos en una línea común de intereses puede dar cohesión y armonía al sistema y originar su 
desarrollo equilibrado. 
Aceptado el concepto, siguiendo a Malassis',' puede ser definido como la integración de los 
ámbitos de producción, transformación y distribución de los productos alimentario capaces de 
satisfacer las necesidades nutritivas de sociedades apoyadas en procesos crecientes de industrializa-
ción y urbanización capitalista. En este sistema, la agricultura irremediablemente, contribuye cada 
vez menos en la formación del producto final alimentario, se' potencia el crecimiento de grandes 
sociedades de actividades alimentarias, mientras que, por otro lado, se desarrollan las relaciones 
contractuales en los productos más industrializados del sector agrario, induciendo a una paulatina 
integración del campesino horizontalmente entre sí y verticalmente con las entidades transformado-
ras y comerciales. 
En países como España el sistema agroalimentario debe de constituir el núcleo básico de su 
identidad económica, con su doble vertiente de asegurar la alimentación de la población y generar 
recursos de pago para atender al equilibrio de su balanza comercial con el exterior. 
Como datos capaces de concretar la importancia del sistema en nuestro país, vamos a sintetizar 
unas cifras que definan sus macromagnitudes económicas, de acuerdo con las fuentes estadísticas de 
la Dirección General de Industrias Agrarias del Ministerio de Agricultura. 
En términos generales, se puede considerar que la producción agraria y la industrialización 
primaria de sus materias primas se configuran dentro de las siguientes cifras. 
—El 75% de la producción agraria nacional es industrializada y transformada, dando un valor de 
1,5 billones de pesetas de producto bruto, que significan el 23% del total del producto industrial 
bruto nacional, ocupando el tercer lugar entre los distintos industriales españoles. 
En estos datos no se incluyen las industrias de molinería, planificación, bizcochería y galletas, ni 
la de helados, cervecería, elaboración de tabaco, pastas de sopa, y celulosa, carpintería, etc., al no 
encontrarlos disponibles en las cifras requeridas con respecto a 1979. 
—En su conjunto, el sector productor agrario está compuesto por 2,6 millones de agricultores y 
ganaderos, mientras que en las industrias agrarias se hallan ocupados 415.000 empleados, alimen-
tando básicamente a los 37 millones de españoles y cubriendo el 18,5% de todas las exportaciones 
nacionales. Ello quiere decir que el 8% de la población activa española ocupada en la agro-industria 
genera el 13% del producto bruto nacional. 
—En lo que a exigencias energéticas se refiere, la agro-industria precisa sólo el 7,6% del total, 
absorbido por toda la industria nacional y únicamente el 2,8% del total de energía nacional, siendo 
su consumo energético por unidad de valor de producto final obtenido, más reducido que el de otras 
actividades industriales nacionales. 
Considerando, por otro lado, el valor del coste de la energía por hora-hombre trabajada, 
mientras que la fabricación de cemento artificial consume 800 ptas. por hora/hombre o la industria 
de química inorgánica 570 ptas., la industria agro-alimentaria solamente precisa 23 ptas., en cada 
1. Malassis, L. 1978 «Economie agricole, agroalimentaire et rurale» —II Congreso Europeo de Economistas Agrícolas. 
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hora/hombre trabajada, siendo la de mínimas exigencias la de construcción de barcos que única-
mente tiene un costo de 19 ptas. hora/hombre en energía. 
La industria agrícola, como resumen, produce más de 55 veces el valor de su consumo 
energético. 
- Según los aportes estadísticos del Censo Industrial de España de 1979, los grandes números 
de la industria agro-alimentaria, desglosados por actividades, establecimientos y número de trabaja-
dores de producción, son los siguientes: 
Actividades 
N.° 
Establecimientos 
N.° 
Trabajadores 
-Fabricación de aceite de oliva 
	  3.561 13.773 
-Fabricación de aceites y grasas, vegetales y animales (excepto aceite 
oliva) 
	  227 4.838 
-Sacrificio de ganado, salas de despiece, fábricas de embutidos y con-
servas de carne 
	  2.187 34.929 
-Industrias lácteas 
	  1.198 16.205 
-Fabricación de jugos y conservas vegetales 
	  639 26.004 
-Fabricación de conservas de pescado y otros productos marinos 
	  602 17.382 
-Fabricación de productos de molinería 
	  7.084 10.825 
-Fabricación de pastas alimenticias y productos amiláceos 
	  86 2.365 
-Industrias del pan, bollería y pastelería y galletas 
	  23.777 50.135 
-Industrias del azúcar 
	  52 4.270 
-Industrias del cacao, chocolate y productos de confitería 
	  690 8.099 
-Industrias de productos para la alimentación animal (incluidas las ha-
rinas de pescado) 
	  800 7.720 
-Elaboración de productos alimenticios diversos 
	  1.280 9.460 
-Industrias de alcoholes etílicos de fermentación 
	  679 4.312 
-Industrias de elaboración de vinos 
	  15.388 16.118 
-Sidrerías 
	  282 650 
-Fabricación de cerveza y malta cervecera 
	  52 11.570 
-Industrias de las aguas minerales, aguas gaseosas y otras bebidas no 
alcohólicas 
	  1.330 11.659 
-Industrias del tabaco 
	  52 11.570 
-Industrias del aserrado y preparación industrial de la madera 
	  3.472 44.432 
-Fabricación de productos semielaborados de madera (chapas, tableros, 
maderas mejoradas, etc.) 
	  417 11.698 
-Fabricación de envases y embalajes de madera 
	  1.097 8.556 
-Fabricación de productos de corcho 
	  252 3.127 
-Industrias de desecación y deshidratación de productos vegetales 
	  515 2.336 
-Centros de manipulación, clasificación y selección hortofrutícola y con-
serva frigorífica 
	  2.143 71.989 
-Industrias descascaradoras, troceadoras y repeladoras de frutos secos 
	  355 1.523 
-Industrias de clasificación y selección de productos agrarios 
	  170 904 
-Embotelladoras de vino y otros productos 
	  1.077 4.525 
-Industrias de fabricación de alcohol, aguardientes compuestos, lico-
res, etc. 123 877 
-Industrias de elaboración de mostos de uva 
	  83 243 
-Industrias desmontadoras de algodón 
	  23 1.128 
-Cámaras de refrigeración, conservación y maduración acelerada de pro-
ductos agrarios 
	  96 1.377 
-Otras industrias de fibras, textiles, forestales y extracción de miel 
	
 123 774 
TOTALES 
	  69.930 414.717 
Sin embargo el Sector se caracteriza por el excesivo número de establecimientos, con gran 
influencia de los de tipo pequeño. La dimensión media es de 6 obreros por fábrica, lo que en 
comparación con la media nacional de todas las industrias, de 11 obreros, dan un perfil de 
minifundio sectorial. 
Según el número de obreros, el 74(/í de las empresas agroalimentarias está formado por el 
sustrato de 1 a 5 obreros, el 22,2 por cien tiene de 5 a 50 y el 2,6(f sobrepasa los 50 obreros. 
191 
LA INDUSTRIA AGRO-ALIMENTARIA EN RELACION CON LA 
ADMINISTRACION DEL ESTADO 
Pese a que en los últimos años se han apreciado pequeñas corrientes liberizadoras, la industria 
agro-alimentaria es, posiblemente, una de las actividades más controladas, dirigidas y aún interveni-
das, al decir de Jorge Jordana 2 , por la Administración. 
El estudio, crítica y planteamientos de las interacciones Industria agro-alimentaria-Administra-
ción, requeriría más espacio del que en esta exposición se puede disponer. No obstante, en aras a la 
aclaración de ideas y síntesis de la situación actual se pueden concretar los puntos siguientes: 
1. La Administración y el control industrial 
Como la mayor parte de las actividades de todo tipo, económicas, sociales o políticas, las 
industrias agro-alimentarias estuvieron fuertemente intervenidas, en el anterior régimen, exigiendo 
premiosos permisos administrativos para nuevas instalaciones, traslados, modificaciones o cualquier 
vicisitud ocurrida en la empresa y sometidas a continuas inspecciones para el control tecnológico y 
económico industrial. En algunos momentos se llegó a marcar tecnologías o mínimos dimensionales, 
o a limitar con exceptuaciones, en un intento de ordenar y estructurar los sectores por medios 
impositivos emanados de una autoridad central fuerte. 
En la actualidad, pese a ciertas actuaciones liberalizadoras y a una mayor consulta con los 
sectores implicados a la hora de proponer disposiciones legales, la inercia de la situación anterior 
sigue siendo la norma general, aunque el paulatino traslado del poder administrativo hacia las áreas 
locales va induciendo a un cierto relajamiento de las rigideces administrativas y de control anteriores. 
Puede decirse que en los momentos actuales y con la legislación todavía en vigor, la industria 
agro-alimentaria en todas las ocasiones está sujeta a los Ministerio de Industria y Energía o al de 
Agricultura y, asimismo, al de Sanidad y Seguridad Social. En otras ocasiones puede estarlo al de 
Comercio y Turismo, aparte de las sujecciones inevitables a los Ministerios de Trabajo y Hacienda, o 
al de Economía en lo que se refiere al control estadístico. 
El reparto de las competencias administrativas se agudiza a la hora de atribuir las industrias 
agro-alimentarias a los Ministerios de Industria y Energía o al de Agricultura. Las filosofías iniciales 
de incluir en Agricultura las primeras transformaciones de productos agrarios o aquellos procesos 
que realizan los agricultores con sus propias producciones y las segundas transformaciones y 
actividades independientes a Industria, en la práctica, no ha aclarado el problema y sigue creando 
confusión y duplicidades molestas al administrado, que no ve en el control una contraprestación de 
servicio y si una traba poco justificada. 
Las competencias administrativas han sido consideradas como un patrimonio de los Departa-
mentos manejado por los cuerpos especiales de los Ministerios. Para evitar los litigios interministe-
riales, se repartieron las competencias de referencia de una forma salomónica, a través del Decreto 
508/1973, que atribuyó sin criterios de aplicación práctica, las actividades agro-alimentarias entre 
Industria y Agricultura. De esta forma, cada Departamento, a través de sus órganos ejecutivos 
provinciales o centrales, controla, inspecciona y exige documentos más o menos onerosos, para 
conceder un permiso o consentir la continuidad de la actividad. 
Por otro lado, el Ministerio de Sanidad y Seguridad Social, que siempre (lógicamente en aras de 
defender la salud pública) ha tenido competencias, tras la puesta en vigor del Código Alimentario 
por el Decreto 251911974, reorganizó su actividad de control industrial agro-alimentario con un 
nuevo Decreto, el 797/1975, y disposiciones que lo desarrollan, en los que se plantean una 
normativa de inspecciones, solicitudes y documentaciones, que de alguna forma, duplican aunque, 
con ciertas variantes, las exigencias de los dos Ministerios más arriba citados y suponen una 
vinculación más intensa de la empresa con la burocracia. 
A ello habría que agregar que en determinadas ocasiones algunas actividades industriales 
agro-alimentarias, que unen sus procesos de transformación o conservación de productos perecede-
ros, a actuaciones de comercio interior o exterior, se ven precisadas a autorizaciones y controles del 
Ministerio de Comercio y Turismo. 
En este panorama de controles y contactos ineludibles de la Empresa con la Administración 
habría que incluir las inspecciones y permisos de seguridad y autorizaciones de instalaciones de 
materias energéticas inflamables, regulaciones eléctricas de alta y baja tensión, de aparatos a presión, 
de control de cámaras frigoríficas, carnets sanitarios de manipuladores de alimentos, regulaciones de 
actividades molestas, insalubres y peligrosas, higiene y seg idad del trabajo, policía de aguas, 
contaminación atmosférica, registro de embotelladores, autorizaciones y controles, de las denomina-
ciones de origen, control y policía de sanidad animal, y algunas otras que seguramente no incluimos, 
pues en ningún momento quisimos hacer la lista exhaustiva. 
2. ARAL, 616, Marzo 1980. 
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De esta forma, en este complejo entramado de sujecciones a normas y controles de la empresa 
por la Administración se produce un costo, que de ninguna manera debe de ser soslayado si este 
revierte en servicio para el administrado, para su colectivo sectorial o para la comunidad nacional. 
Ocurre, sin embargo, que en determinadas circunstancias una empresa puede estar incluida, con 
números distintos y documentación diferente en cinco o más registros de tipo industrial, aparte de 
los fiscales o laborales. No queremos exagerar, ni señalar, pero para aclarar el concepto, suponga-
mos, en un ejemplo, una industria enológica que elabora mosto, vino, lo envejece, lo embotella, 
destila alcohol y exporta parte de su producción dentro de una zona con denominación de origen. 
Este ejemplo no es rebuscado, existe en muchos casos concretos. Esta Empresa debería registrarse en 
el Ministerio de Agricultura, en su Registro Industrial, en el Registro de embotelladores, en la 
Denominación de Origen correspondiente; en el de Industria si elabora alcoholes rectificados; en el 
de Sanidad como producto alimentario y como manipulador de alimentos; en el de Comercio, como 
exportador. Aparte los controles y registros de sus entidades. 
Creemos, no obstante, que un perfecto control de la industria, desde los puntos económico y 
sanitario, es necesario pat el beneficio de los propios sectores, para la salud pública y para los 
interes de la colectividad ciudadana. Es preciso conocer en todo momento la capacidad y tecnología 
de la industria nacional para dictar consecuentemente políticas de fomento, de aprovechamiento de 
recursos, de abastecimiento ciudadano; es imprescindible saber la situación y los flujos de empleo, la 
formación bruta de capital y de las inversiones. Tampoco puede soslayarse la faceta sanitaria, lo cual 
no admite réplica, así como un control de calidad que oriente y defienda los intereses del 
consumidor. 
Lo que sí pensamos es que, en los momentos actuales, la diversidad de organismos y dispersión 
de la legislación resulta excesivamente cara o perturbadora de la agilidad empresarial y que la 
productividad administrativa es poco elevada. Quizá sea el momento de adoptar modelos más 
liberales en los controles y autorizaciones y sobre todo concentrar en el menor número de 
organismos los instrumentos oficiales de ordenación industrial. En Europa la organización adminis-
trativa tiende a concretarse en Ministerios agro-alimentarios y en Francia, incluso, desde hace años, 
se/ha creado la Secretaría de Estado para la Alimentación. De cualquier manera, las documentacio-
nes, permisos y autorizaciones deben de ser someras, lo menos costosas y lo mínimamente 
cohartadoras de la libertad de iniciativa industrial. Igualmente los aspectos sanitarios deber tener su 
propio papel y autoridad. La reglamentación técnico-sanitaria, debe ser primordial, no como agente 
económico, sino como ordenador de la calidad. 
El tema es importante y merece la pena de un amplio estudio entre administración y 
administrados, contactos entre funcionarios especializados, productores, industriales, comerciantes y 
consumidores, para buscar la solución más racional con una relación costo/beneficio adecuada. 
2. El Fomento de la industrialización agro-alimentaria a través de la Administración 
La industrialización agro-alimentaria ha disfrutado de un completo y amplio sistema legislativo 
de fomento, con una asignación de recursos importantes, máxime, si se tiene en cuenta que en 
muchas ocasiones, a pesar de la diversificación de las ayudas, hubo momentos en que las asignaciones 
no fueron agotadas. 
Es corriente que las abundantes facilidades legales en cuanto a las ayudas hayan de atravesar para 
su concesión una verdadera carrera de obstáculos administrativos, en la que se procura filtrar el 
acceso a las mismas hasta el momento de su calificación, pero sin un verdadero estudio del futuro de 
las empresas beneficiadas en cuanto a su viabilidad económico-financiera, gerencial o comercial, con 
escaso control, a posteriori de su evolución como tales empresas. Lo interesante, parece ser, es 
cruzar el listón de las exigencias burocráticas; su trayectoria futura, su incidencia en el campo 
industrial, cae fuera de cualquier responsabilidad, en muchas de las ocasiones,. 
En esta exposición queremos enumerar y comentar muy someramente las distintas líneas 
oficiales de fomento industrial nacidas en el seno de la Administración Central, y en una síntesis 
final, realizar una crítica elemental de las mismas. 
La iniciación de esta política de promoción industrial nace dentro de las planificaciones de tipo 
de economía y Social, un tanto copiadas de la política oficial de ordenación económica de nuestro 
vecino francés. La base legal inicial surge con la Ley 152/1963 de sectores preferentes industriales,. 
reordenada y desarrollada finalmente por el Decreto 2392/1972, de 18 de agosto. A partir de esta 
ordenación básica, aún vigente, las líneas de fomento se articulan y ramifican, a las que además se 
unen otros instrumentos de apoyo a la inversión en un mimetismo de ayudas, y todas con recursos 
de los Programas de Inversión de los Presupuestos Generales del Estado, salvo el Crédito Oficial, 
que se nutre de los coeficientes obligatorios de la banca. 
En un esfuerzo de síntesis, actualmente, estas líneas de promoción y fomento agro-industrial, 
pueden concretarse en los siguientes puntos: 
a) Sectores agro-industriales, preferentes, promulgados por Decreto, con criterios técnicos (en  
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principio bajo bases objetivas) de la Administración, dedicados a actividades que idealmente 
se consideran como importantes dentro de un marco general de intencionalidades de 
desarrollo dirigido a aquellos aspectos que parecía conveniente desarrollar. Su vigencia es 
por cuatro años, prorrogables, y, en los momentos actuales, indefinidamente vigentes, salvo 
anulación expresa de los mismos. 
Dentro de este grupo se desgajó la llamada Red Frigorífica Nacional, con un trata-
miento administrativo propio y hoy caduca tácitamente, aunque legalmente no quede clara 
tal caducidad. 
Los beneficios son los de preferencia al Crédito Oficial y los de determinadas 
exenciones fiscales y arancelarias. 
b) Zonas de Preferente Localización Industrial Agraria, también decretadas en sus ámbitos 
geográficos y en su duración, con planteamientos genéricos o específicos de cara a los 
sectores industriales y últimamente matizadas en su preferencia hacia una política de 
promoción de asociaciones de productores agrarios, a los ahorros de energía, a zonas rurales 
de paro estructural o a la puesta en marcha de nuevas tecnologías, entre otros criterios. 
Los beneficios son los mismos que los de los sectores, pero con la adición de una 
subvención de hasta el 20Ç/, del total de la inversión y la exención de determinados arbitrios 
de las corporaciones locales. 
c) Ayudas específicas del SENPA (Servicio Nacional de Productos Agrarios), a instalaciones 
de deshidratación de granos o forrajes o a su almacenamiento, con cuantías hasta el 40(/, de 
subvención a fondo perdido, crédito oficial y el acceso a ser entidades colaboradoras en la 
regulación de las campañas agrícolas de la Administración. 
d) Ayudas específicas del IRYDA (Instituto y Desarrollo Agrario), a las industrias decretadas 
en Zonas de Ordenación Rural de Interés Nacional, con subvenciones de hasta el 40(/, de la 
inversión a fondo perdido y créditos a largo plazo y bajo interés. En este sentido, han 
existido ocasiones en que el referido Instituto ha entregado llave en mano de instalaciones a 
posibles usuarios. 
e) Polos de Desarrollo, inicialmente concebidos para crear núcleos importantes de industriali-
zación muy localizada y cuyas ayudas son similares a las de las zonas de preferente 
localización industrial. 
f) Grandes Areas de Expansión Industrial, que es una extrapolación de los beneficios al 
ampliar regiones geográficas, abarcando varias provincias, buscando evitar desequilibrios 
interregionales, crear puestos de trabajo, fijando los excedentes de mano de obra rural en su 
medio, de acuerdo con unas actividades y objetivos prefijados. 
Hoy el 70(/, del país está encuadrado en estas Grandes Areas, cuyos beneficios se 
equiparan a los de zonas de preferente localización industrial agraria, si a esto se une el otro 
tipo de ayudas, se puede decir que el 80( del territorio nacional está cubierto por ayudas 
con subvención y el 100(/r- con algún tipo de promoción agro-industrial. 
g) El Instituto de la Pequeña y Mediana Empresa Industrial (IMPI) entre cuyas actuaciones de 
promoción se encuentran la estimulación y formación de los empresarios, así como la 
incentivación de acciones colectivas, entre las que se encuentran las Sociedades de Garantía 
Recíproca, o a la realización y creación de empresas, organización de servicios comunes a 
centrales de compra o comercialización de productos. 
h) Las Sociedades de Desarrollo Regional (SODI), creadas regionalmente por el INI con 
capital público para la promoción y participación en industrias de interés local, así como 
para su gestión y puesta en marcha. 
i) Las Agrupaciones de Productores Agrarios, creados por una Ley propia, la 29/1972, de 22 
de julio, en donde se tiene en cuenta la importancia decisiva de la industria de cara a la 
mejora y racionalización de la comercialización de las producciones agrarias, concediendo, 
los beneficios de la Ley 152/1963, de 2 de Diciembre, a las industrias promovidas por estas 
agrupaciones (APA), además de otro tipo de incentivos. 
j) Los Polígonos de Urbanismo, que apoyan la creación de terreno industrial en determinados 
municipios, en algunos casos con calificación preferente a la obtención de Crédito Oficial. 
k) Las líneas de promoción del IRESCO (Instituto de Reforma de las Estructuras Comerciales), 
que conceden beneficios a empresas industriales de comercialización, conservación, enva-
sado, transporte y actividades complementarias, con subvenciones a fondo perdido, crédito 
oficial y otras ayudas, a las entidades que, acortando los canales comerciales, transfieran con 
menor intermediación los productos de origen a destino. 
1) Las disposiciones generales de apoyo a la inversión, fusión de empresas, Fondo de 
Protección al Trabajo, Empleo comunitario, fomento de la exportación, etc., que afectan en 
la medida que a los demás sectores económicos, a las industrias agroalimentarias, con 
diversas bonificaciones y estímulos. 
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m) El Crédito Oficial, instrumentado a través de los distintos bancos oficiales, pero funda-
mentalmente entre los de Crédito Hipotecario, Industrial y Agrícola, con líneas genéricas o 
específicas de préstamos a menor interés que los del mercado de capitales privados, 
instrumentados con recursos públicos aportados por el Instituto de Crédito Oficial. 
Aunque a través de estas entidades de Crédito Oficial se instrumentan los créditos 
preferentes de algunas de las ayudas arriba enumeradas, así como posibles créditos de 
Campaña a Agrupaciones de Productores Agrarios o Cooperativas, existen posibilidades de 
acceder a dichos préstamos para las empresas que no solicitando ningún otro tipo de 
incentivos, propongan instalaciones, modificaciones o ampliaciones de sus industrias. 
Crítica de la actuación de la Administración en el Fomento Agroalimentario 
En lo expuesto precedentemente se puede observar la cuantía y prolijidad de las líneas de ayuda 
instrumentadas por la Administración para el fomento y promoción de la industrialización agro-ali-
mentaria. Creemos que nQ se han enumerado todas las posibilidades de estímulo dirigido y que 
alguna habrá quedado relegada. No era nuestra intención ser exhaustivos, tampoco. Sí que queremos 
llamar la atención sobre la densa red de disposiciones sucesivas y superpuestas, puestas en vigor al 
través del Boletín Oficial del Estado. 
Realmente, todo parece indicar que al amparo de disposiciones legales y con apoyo en los 
conceptos presupuestarios asignados a los distintos Departamentos ejecutivos de la política econó-
mica, se ha ido creando una intrincada parcelación minifundista, muy afín a la idiosincrasia hispana, 
de ayudas y beneficios de promoción industrial. Es más, paralelamente a esta dispersión de recursos 
y líneas de fomento, se han formado organismos, agrupaciones interministeriales, que se solapan, 
disputando unas actuaciones que, en ocasiones pueden desorientar a la presunta iniciativa privada. 
Los tratamientos y exigencias para alcanzar unos beneficios son distintos según el ente 
administrativo de que se trate. La actuación departamental ha instrumentado unos controles previos
. 
o posteriores bienintencionados, aunque posiblemente ineficaces al significar un excesivo costo 
inicial de tramitación para el empresario o para el erario público, o cierto riesgo de ineficacia, al no 
insertar con las ayudas, de forma definitiva, a la empresa en el contexto nacional, Los controles serios 
de seguimiento empresarial son escasos en muchas de las ocasiones. 
Mientras unas líneas se agotan prematuramente en cada ejercicio, otras quedan sin empleo total, 
de acuerdo con la diligencia y rigidez del tratamiento durante el trámite del organismo implicado. 
No es raro, que una misma iniciativa sea beneficiada con el mismo tipo de incentivo por dos vías 
diferentes. Rara vez se solicita con efectividad un control financiero de recursos exigibles a corto, se 
estudia la financiación básica, la estructura de costos, el aprovisionamiento de materias primas, 
realista, la preparación gerencial o el planteamiento comercial de los elaborados. 
Los criterios, por otro lado, son dispares y dispersos. No se consideran las necesidades de 
ordenación y reestructuración sectorial, la saturación de las actividades a nivel nacional, la tecnología 
como exigencia media o los aspectos de competitividad interna o externa. Los planteamientos de 
creación de puestos de trabajo, pueden maximalistamente ser adecuados si ello no supone incentivar 
una actividad de la que el país está sobresaturado y al abrir una nueva industria se puede cerrar ot ^ a, 
incapaz de competir con la nueva, a la que los recursos públicos han puesto en marcha. 
Estimamos que es urgente unificar las líneas de ayuda en una sola y coherente actuación, 
manejada por criterios racionales. La declaración indiscriminada de todo el territorio nacional como 
ayudable puede ser contradictoria, si no se establecen bases firmes y estudiadas de ubicación, 
producción de materias primas, consumo, tamaño empresarial y situación estructural de los sectores. 
El delegar decisiones de ayuda en distintos entes administrativos puede distorsionar las ejecuciones y 
crear parcelas de poder diversificado y costoso. Pudiera resultar interesante la creación institucional 
de un órgano consultivo formado por productores, industriales y comerciantes y consumidores, que 
bajo la dirección de la Administración Especializada, sentara normas factibles de ordenación y 
fomento industrial, informando los proyectos a estimular. 
Asimismo, resulta necesario agilizar y responsabilizar con el riesgo de las operaciones a las 
.entidades del Crédito Oficial. La lenta tramitación de los expedientes, la rígida exigencia de 
garantías, casi infalibles, la falta de líneas a corto plazo con solvencias personales referenciadas o de 
mercancías pignoraticias, es un lastre importante para el desarrollo industrial agro-alimentario. La 
Centralización del Crédito, la escasa atención a las líneas de ayuda agro-alimentaria en los coeficien-
tes de inversión obligatorios de la banca privada y Cajas de Ahorro, merma de gran manera las 
posibilidades de expansión. 
Es posible que el exceso de incentivos y su actual extensión sea un.atractivo contraproducente. 
Puede atraer iniciativas poco meditadas, sin base y vocación suficiente, que a la larga, conducen al 
fracaso de la empresa por su inviabilidad inicial, dado, que se apoyaban en facilidades previas qué 
eliminaron cualquier consideración fundamentada de rentabilidad de la inversión. El exceso de 
facilidades durante el nacimiento de una empresa puede hacerla débil desde el principio, máxime si 
se la abandona a su suerte nada más ponerla en marcha. Sería conveniente estudiar una disminución 
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de las ayudas iniciales y una prolongación de estas durante los primeros años de su funcionamiento. 
Pudiera pensarse que esta crítica es una acusación con intencionalidad destructiva. Nada más 
lejos de nuestro ánimo; se ha intentado, quizá crudamente, poner énfasis en ciertos planteamientos, 
con criterios personales, tratando de señalarlos para que, llamando la atención, sirvan como motivo 
de meditación. Nosotros mismo hemos sido responsables durante muchos años de algunas de estas 
parcelas de fomento industrial y estamos convencidos de que la labor ha sido importante y nunca 
seremos partidarios de que para hacerlo mejor haya que destruirlo todo, partiendo de cero. 
La C.E.E., a través de la Sección de Orientación del FEOGA, tiene similares sistemas de 
fomento, aunque limitándolos a territorios muy concretos o a proyectos específicos. 
A través del Ministerio de Agricultura, y merced a estas líneas de fomento, se han mejorado 
hasta niveles superiores a la media internacional, la industria enológica, se ha contribuido a crear una 
moderna industria láctea, se ha mejorado significativamente la estructura de la industria cárnica, y, 
así, muchos más ejemplos. Lo único que podíamos preguntarnos es, si con una mejor aplicación de 
los fondos públicos y con un seguimiento y apoyo de las empresas, tras la promoción, los resultados 
hubieran sido más significativos. 
3. El control administrativo de los precios y la industria agro-alimentaria 
Anteriormente hemos citado las palabras de Jorge Jordana, Secretario General de la Federación 
de Industrias de Alimentación y Bebidas (FIAB) en la entrevista concedida a la revista «Aral» y en 
las que denuncia el exceso de intervencionismo en la Industria agro-alimentaria, a través de la 
Administración. Un tipo de intervención puede ser el rígido control administrativo esbozado más 
arriba, pero el más intenso y distorsionador, en nuestra opinión, es el ejercido sobre las materias 
primas y sobre algunos productos elaborados en lo que a los precios se refiere. 
El intervencionismo en precios en la actualidad de nuestro país es tan riguroso e in flexible que 
restringe seriamente la libre actuación de las leyes que comúnmente rigen los flujos del mercado, 
limitando, asimismo, los juegos competenciales. Ello, como decíamos al principio, va claramente 
coartando el Principio Constitucional que señala a nuestro sistema como de economía libre de 
mercado. 
Somos conscientes de que en unos momentos de grave inflación y de tensiones sociales y 
laborales, con serios problemas de paro, el control de las bases elementales económicas y la 
restricción del movimiento de los factores fundamentales que intervienen en la formación de los 
precios y en dos índices del coste de vida, son un instrmento válido en manos de la Administración, 
que puede crear un equilibrio de congelación o como físicamente podíamos decir, con el punto de 
apoyo manipulado, apoyando artificialmente las fuerzas contradictorias. Esto puede valer para 
pequeños períodos de tiempo y en situaciones coyunturales. El mantenerlo durante tiempo, forzando 
las lógicas tendencias del mercado, puede llegar a distorsionar la economía, creando descompensa-
ciones y aún deformaciones de los sectores, difícilmente recuperables posteriormente. 
De cualquier forma, podíamos decir con el Profesor Fuentes Quintana, que no hay ningún país 
en el mundo que tenga una economía liberal de mercado en su sentido más amplio. La CEE manipula 
y controla los precios en origen y en consumo, marcando márgenes y restringiendo los movimientos 
internacionales del mercado con «prelevements», aranceles, restituciones a la exportación, etc., que 
configuran a su mercado interno como de economía cuasi planificada. 
No obstante, todo tiene un límite y de cualquier manera hay que permitir una holgura suficiente 
para que las repetidas fuerzas del mercado jueguen lo suficiente para, de alguna forma, llegar a 
configurar una economía competencial. 
Someramente, querríamos hacer una reseña de las actuaciones administrativas de control de 
precios, concretándolos en los siguientes puntos. 
a) Control de precios en origen. Es conocido de todos que anualmente, a través de sus 
mecanismos de consulta y trabajo, el FORPPA propone al Gobierno los precios que han de regir 
durante la campaña en los denominados productos regulados. 
Los cereales, la remolacha, los aceites vegetales, el algodón, la leche, carne, etc., son minuciosa-
mente estudiados y encuadradas en una normativa las reglas fundamentales de su comercialización y 
asignándoles una gama de precios que van desde el de garantía, o de intervención inferior al de 
protección al consumo o intervención superior. Para algunos productos incluso, se fija hasta el precio 
máximo de venta al consumidor con márgenes comerciales incluidos. 
Indudablemente los estudios son  serios, las negociaciones concienzudas, las implicaciones 
dentro de la economía nacional considerádas. Pero al final puede ocurrir (de hecho ocurre muchas 
veces) que producción, industrialización y comercio hayan sido férreamente sujetos por un anillo casi 
paralizador. Es frecuente que, como concesiones al considerarlo sustrato débil o con más posibilidad 
de presión reivindicativa, que es el productor, se le proteja no cumpliendo lo dispuesto cuando los 
precios llegan al nivel de protección al consumo. Es frecuente que la protección al consumo se 
realice por actuaciones de la Administración, distorsionando y afectando profundamente al mercado. 
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En la CEE el sistema es parecido, aunque pensamos que la holgura antes citada de movimiento 
de las fuerzas del mercado, tiene cierto margen. Cuando no lo tiene las estructuras productivas, 
deficientemente evolucionadas, no son forzadas a la mejora por las leyes económicas y acaban con 
amenazar todo el edificio comunitario, tal como ocurre por ejemplo, con la leche. 
En un país como el nuestro en el que la estructura de la producción agraria está poco acorde con 
unas posibilidades reales de participación económica, muy sujeta a los condicionantes climáticos, con 
un campesino disperso, carente de verdaderas organizaciones profesionales articuladas piramidal-
mente y movidas por condicionantes exclusivamente productivos, es preciso que la Administración, 
vicariantemente, lo apoye y suplante en defensa de sus intereses. Sin embargo nunca este apoyo 
debe ser tal que le impida crecer y desarrollar como empresario, permitiendo que la presión del 
mercado realice su papel depurador y selectivo hacia una mejora de dichas estructuras, que 
paulatinamente lo acerquen a niveles competitivos. 
Serían interesantes las conclusiones de un estudio en el que se planteara idealmente la evolución 
y mejora de las estructuras productivas agrarias si se las hubiera apoyado solamente lo preciso para 
adaptarse a las circunstanciasdel mercado subvencionado el costo de dicha adaptación, durante unas 
décadas en que los condicionantes de crisis económicas no existían. Posiblemente, al hacerlo sobre 
bases especulativas, sus resultados no pasarían de teóricos, pero estimamos que quizá se dedujera 
que tendríamos menos agricultores, aunque seguramente más rentables. 
b) El Comercio de Estado. Durante la década de los años cuarenta, sobreviviendo nuestro 
país de los resultados de la guerra civil, se produjo una intervención absoluta de todos dos resortes 
que componían la economía española. Por entonces surgieron dos organismos, que todavía perduran 
en la actualidad, y que influyeron decisivamente en el sector agro-alimentario. Estos fueron la 
Comisaría de Abastecimiento y Transportes (CAT) y el Servicio Nacional del Trigo, hoy Servicio 
Nacional de Productos Agrarios (SENPA). 
No queremos hacer ninguna referencia a la oportunidad de su creación y a la ejecutoria y 
consecuencias de su actuación. Si querríamos dejar sentado que, en nuestra opinión, ambos 
organismos son incompatibles con una economía libre de mercado. Conocemos que hay proyectos 
muy elaborados para la transformación de estos organismos, pero hoy, naturalmente, sin las rigideces 
iniciales de su creación, siguen interviniendo con efectos distorsionadores del mercado en unas 
ocasiones y anulándolo, en la práctica, en otras. 
Creemos que no es posible congelar aspectos tan importantes del mercado como los cereales, 
aceites o reducir el comercio de la carne o de la leche, por ejemplo, a los movimientos de la oferta y 
demanda interna. No puede regularse, por otro lado la demanda de una forma simplista, con 
importaciones y repartos estatales, poco ágiles y con escaso sentido mercantil. 
Los derechos reguladores de entrada de las importaciones, las tensiones entre producción y 
consumo, la intermediación, son problemas serios que no hay que olvidar, pero que difícilmente 
pueden ser controlados suplantando a los agentes mercantiles o legislando rigideces en cuestiones 
tan fluidas como el comercio de productos agro-alimentarios. 
c) El control oficial de los precios. Anteriormente nos hemos referido a la necesidad en que 
se ve el Ejecutivo de pone! en marcha los recursos suficientes para controlar la inflación, el llamado 
índice de precios al consumo, o atajar los problemas de un desempleo creciente. Volvemos a insistir 
que si en algún momento tienen justificación, su empleo rígido y continuado induce a desajustes y 
distorsiones en el sistema, con desviaciones y deformaciones que lo afectan gravemente, induciendo 
a actuaciones marginales, con componentes mayores o menores de ingenio y picaresca, o a la 
configuración sectorial débil, escasa de recursos y depurada por la exclusiva resistencia de sus 
reservas financieras consumidas en desajustes de los márgenes de producción. 
Desde hace unos años, se ha establecido un severo régimen de clasificación de los precios de 
algunos productos alimenticios, incluidos en las relaciones de autorizados o comunicados, movidos 
por las decisiones del Consejo de Ministros o las Autoridades Gubernativas, tras informes de la 
Junta Superior de Precios, o de las Locales, en el segundo caso, que con excesiva frecuencia no 
atienden a los incrementos de los costos de producción demostrables, sofocando a las empresas o 
haciéndolas moverse por el imposible camino de la irrentabilidad. 
Es frecuente que se contemple con más interés los problemas de incremento del índice de 
precios al consumo, que la viabilidad empresarial de los sectores, con criterios coyunturales, aunque 
realmente graves en el futuro de la actividad económica de los afectados. 
Por otro lado, este proceder puede originar deformidades graves de la empresa o del mercado. 
Como ejemplo, señalemos la desviación provocada por las industrias en el consumo de leche líquida, 
trasladado hacia la estéril, de menor valor bromatológico y más cara que la pasterizada, pero no 
encadenada al régimen de precios fijos y regulados. O la gran incidencia de procesos fabriles de 
hidrogenación o transesterificación de aceites vegetales, para mejorar sus cualidades físico-químicas. 
O la tremenda tentación al contrabando de carnes ante la diferencia de precios interiores y 
exteriores, con carencia absoluta de mecanismos de importación. 
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4. El Sector Agro-Industrial y la Empresa Pública 
En el marco del estudio del Sector Agro-Industrial en el Estado Español y bajo la sistemática 
que hemos planteado en esta exposición, creemos que resulta, conveniente el hacer una referencia a 
la participación de los recursos públicos en el sistema indusfrial agrario. 
La empresa pública participa desde hace muchos años en los sectores agrarios a través 
fundamentalmente del Instituto Nacional de Industria y últimamente lo está haciendo por medio del 
Ministerio de Comercio y Turismo, sobre todo por las intervenciones de la Empresa Nacional 
MERCASA o la Empresa CABSA (Centrales de Abastecimiento, S.A.). 
La idea inicial del INI al intervenir con capital público en la industria agro-alimentaria, 
respondía a unos principios, más o menos definidos, pero evidentes: la promoción de actividades 
como subsidiario de la iniciativa privada, escasa o ineficiente; el aprovechamiento de recursos 
regionales infrautilizados; control de actividades estratégicas nacionales; control de oligopolios 
multinacionales; etc. Aún no queriendo discutir la oportunidad de estas intencionalidades, sí que 
pensamos que la actuación de los caudales públicos en empresas agro-alimentarias se compagina mal 
con los repetidos principios de la economía libre de mercado y, en este sentido, la CEE ha hecho sus 
advertencias. 
Creemos, de cualquier manera, que la actuación pública no está justificada en lo que al campo 
agro-alimentario, se refiere, en actividades suficientemente desarrolladas en el país y, en algunos 
casos saturadas y en difícil competencia. 
El criterio actual, con intencionalidad de mitigar los incrementos del paro (de lo que hay 
recientes ejemplos), de acoger dentro de la empresa pública, industrias definitivamente vencidas por 
las crisis económicas, no parece válido. Los recursos públicos, en nuestra opinión detraídos de las 
disponibilidades nacionales por decisiones del Ejecutivo deben de ser considerados como un 
patrimonio común de solidaridad y empleados con fines de rentabilidad a toda costa. Solamente, Si 
 con la gestión pública se consigue rehabilitar a las empresas fracasadas y hacer eficaces los medios 
financieros aportados, al mismo nivel que en otras homólogas del sector, puede haber una 
justificación, que siempre se produce a posteriori, con los riesgos iniciales que ello supone. 
Lo que no creemos que tenga explicación válida es el mantener, sobre todo en el campo 
agro-alimentario, empresas con graves pérdidas, sostenidas con aportaciones de los caudales públicos 
que equilibran sistemáticamente los déficits de sus cuentas de resultados. Ello podría ser considerado 
como una competencia irregular para el sector privado y, por tanto, un factor limitante de la libertad 
económica. 
Poco justificable, asimismo, puede ser considerada la actuación de la Empresa Nacional 
MERCASA, que asociada a los municipios, construye unidades de mercados centrales de abasteci-
miento y, dentro de ellas, centros de sacrificio de ganado. El criterio sanitario de principios de siglo 
de encomendar a los municipios el sacrificio y abastecimiento de carnes, parece hoy sobrepasado con 
la extensión y desarrollo de la tecnología de conservación por frío de los productos perecederos, por 
la implicación empresarial y económica de la gestión de los mataderos o por el criterio mundial de 
instalar los centros de sacrificio en las zonas de producción en contra de las de consumo. 
De cualquier forma, no debe de seguirse menteniendo a aquellas empresas cuya gestión 
financiera no se rija por los mismos principios de rentabilidad que la privada, en aras de defender la 
transparencia comercial y la libre competencia industrial. En este sentido, el Gobierno, en su reunión 
del pasado día 16 de mayo, planteó como imperativo un criterio de rentabilidad de la Empresa 
Pública y de concurrencia empresarial con la privada. Hay en el INI empresas difíciles y 
problemáticas, esperamos que puedan ser salvadas, aunque los esfuerzos para lograrlo van a tener 
que ser importantes. 
PROBLEMATICA GENERAL DE LA INDUSTRIA AGROALIMENTARIA 
A NIVEL ESTATAL 
En este apartado, siquiera sea brevemente, dada la limitación de espacio a que debemos 
someternos, querríamos hacer una serie de consideraciones sobre algunos de los problemas o 
planteamientos pendientes de desarrollo y revisión que tiene la industria agro-alimentaria y el 
sistema producción-industria-comercio en general. Dentro de estos enunciados, se intenta hacer, en 
exposiciones esquemáticas, una especie de panorámica encuadre del sistema en el contexto nacional. 
1. La oferta y demanda de productos alimentarios 
De acuerdo con Julián Briz 1 , «la dinámica mostrada recientemente por el sector agro-alimenta- 
1. «Los mercados agro-alimentarios y las empresas multinacionales», Symposio sobre Agricultura y la Industria 
Agro-alimentaria. Asociación Española de Economía y Sociología Agrarias. Zaragoza 1980. 
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rio, con fuertes movimientos integracionistas, tanto verticales, como horizontales, ha desdibujado 
completamente los límites de los subsectores agrario, industrial y comercial». 
Estas líneas, copiadas textualmente, definen claramente una situación evolutiva que está condi-
cionando los planteamientos, forzando a unas tensiones de cambio indudables al sector. 
. En lo que a la oferta de productos agrarios se refiere, su configuración en nuestro país es una 
muestra de la situación de las explotaciones agrícolas y ganaderas. En términos generales puede 
decirse que su característica fundamental es la multiplicidad, dispersión (aún en zonas de explotación 
especializada e intensiva) y heterogeneidad de los productos ofertados. Hay productos en los que la 
recogida o acopio por parte de la industria, es uno de los renglones más importantes dentro de los 
distintos componentes que forman el costo del producto elaborado. 
A pesar de las actuaciones oficiales en pro de la mejora de las estructuras productivas agrarias, 
su situación actual dista mucho de ser la adecuada para enfrentarse con las exigencias de un mercado 
consumidor urbano en su mayor parte, con un nivel de renta relativamente alto que lo induce a ser 
más exigente de servicios y calidades, aunque su demanda se realice de forma dispersa y minifundista 
en multitud de puntos de`venta. 
Curiosamente, la verdadera demanda consumidora y la oferta productora, a nivel de unidades de 
producción y consumo, rara vez se ponen en contacto directo, dentro de un juego correcto de leyes 
de mercado. Una y otra, como hemos indicado, son minifundistas, dispersas, heterogéneas y mal 
informadas, apenas relacionadas entre si. 
Lo normal es que la verdadera oferta y la demanda final sean intercomunicadas o las cadenas de 
distribución, ya sean sucursalitas o voluntarias, que manipulan la oferta y canalizan la demanda hacia 
los productos más interesantes o sofisticados creando en muchas ocasiones verdaderas necesidades 
artificiales de consumo a través de la propaganda y los medios informativos y de difusión. 
En el caso de España, la industria, en su mayor parte, se ve bastante sojuzgada por el oligopolio 
de compra intermediario y mayorista, dada la escasa dimensión de las instalaciones fabriles, según 
señalábamos al principio. Lo mismo puede decirse con el pequeño detallista de productos perecede-
ros, con establecimientos poco dotados para prestar un servicio adecuado al consumidor. 
La creación de Unidades Centrales de Abastecimiento en las grandes aglomeraciones urbanas 
tampoco ha resuelto el problema. Es de prever que esta situación sea un campo abonado para un 
futuro de implantación de entidades internacionales de distribución, que sojuzgen a la producción y 
a la industria controlando al máximo al consumidor. Este es un riesgo difícil de evitar, quizás paliable 
a través de una ordenación de la oferta con la agrupación de los productos y potenciando y 
favoreciendo el crecimiento del tamaño industrial y su política marquista. 
2. La producción agraria y su relación con la industria y la industrialización agro-alimenta-
ria 
Con anterioridad se ha expuesto la situación estructural de la producción y la de la industria, 
caracterizada por una dispersión minifundista de unas y otras que tratan de negociar y conectarse por 
un simple movimiento coyuntural de intereses aleatorios. 
Es urgente el articular y organizar a los productores en grupos homogéneos unidos por 
relaciones económicas y de defensa de sus propias producciones, para integrándose en escalones 
jerárquicos, puedan llegar a formar plataformas negociadoras capaces de influenciar en las decisiones 
y políticas económicas, con similar participación del COPA de la CEE. 
En los últimos años, la Ley 29/1972, que creó las Agrupaciones de Productos Agrarios, ha 
servido para que algunas cooperativas o sociedades agrícolas de transformación, se disciplinaran en 
algunas provincias catalanas y levantinas, creando entes que de alguna manera abren un rayo de 
esperanza en el campo del asocionismo agrario español. Sin embargo esto es muy poco todavía, no 
hay verdaderas uniones de segundo grado y en las de primer grado la situación no es alentadora. 
En una conferencia pronunciada en Valladolid, sobre el asociacionismo agrario 2 , señalabamos 
que los defectos que gravaban el funcionamiento de las asociaciones agrarias se podían sintetizar de 
la forma siguiente: 
—Reducida dimensión, muy inferior en la mayoría de los casos, a la de las estructuras 
comerciales nacionales con las que han de competir. 
—Limitada capacidad en los aspectos gerenciales, organizativos y técnicos. 
—Falta de capacidad financiera para sus necesidades de inversiones y circulante. 
—Reducida vinculación efectiva del agricultor a la Entidad, que se traduce en un elevado 
porcentaje de incumplimiento de compromiso de aporte de los productos. 
2. «Fomento de Entidades Asociativas Agrarias para la industrilización y comercialización de sus productos». L. Ferrer, 
V Ciclo Agrario, Valladolid, Septiembre 1979. 
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PRODUCCION CONTROLADA POR LAS COOPERATIVAS 
0J; sobre el total 
SUBSECTOR 
Holanda Dinamarca R.F. Alemana Francia Italia 
Cereales 
Leche de Vaca 
Vino 
Carnes 
Hortalizas 
Frutas 
40 
86 
80 
40 
40 
45 
83 
50 
25 
s.d. 
s.d. 
70 
42 
10 
15 
23 
35 
18 
29 
30 
s.d. 
10 
50 
55 
85 
20 
95 
95 
Como ejemplo, podemos copiar el cuadro elaborado por González del Barrio, sobre la 
participación de los productores en la industrialización o comercialización de sus productos en 
Europa y comparar los porcentajes con los españoles. 
PRODUCCION CONTROLADA POR LAS COOPERATIVAS ESPAÑOLAS 
SUBSECTORES PRODUCTO CONTROLADO 
Cítricos  	 17 
Frutos secos  
	 9 
Frutas varias  	 18 
Hortalizas  	 7 
Patata  	 1,7 
Leche de vaca  	 22 
Carne de vacuno  	 18 
Leche de oveja  	 10 
Lana  	 1 
Carne de porcino  	 6 
Avicultura  	 13 
Madera  	 2 
Cereales  	 4 
Forrajes  	 2 
Vino  	 44 
Aceite  	 48 
Remolacha  	 5 
Los datos son suficientemente explicativos y este es el gran reto, el de la agrupación solidaria de 
los productores por áreas de intereses, su autodisciplina de grupo y el encauzamiento asociativo en 
grados sucesivos, desde la base a la cúspide, ya que con ello no sólo van a ser potenciados ellos 
mismos, sino que va a resultar la base del progreso y desarrollo industrial agro-alimentario. Esta 
unión debe nacer responsablemente entre los agricultores, cediendo en su paternalismo habitual el 
Estado, para que surja como necesidad, sin grandes apoyos, sin excesivos controles, como uno de los 
pocos recursos de supervivencia. 
Por el lado de la industria, estamos de acuerdo con Pulgar y Jardana 3 , de que la característica 
más indicativa de la empresa agro-alimentaria española, y salvo las evoluciones de algunas empresas y 
sectores en los últimos años, es la configuración como unidades familiares, de tamaño pequeño o 
mediano y tradicionalmente dirigidas hacia pequeños ámbitos comerciales. Esta escasa dimensión, le 
impide tener una autofinanciación adecuada, máxime en las actuales dificultades del mercado 
financiero español; disminuye la preparación gerencial de sus dirigentes y la suficiente agresividad 
comercial. 
Naturalmente que existen muchas excepciones y la tendencia en el futuro es a la ampliación de 
las magnitudes empresariales. Hay sectores, como el lácteo que, bastante recientes como actividad 
industrial, están llegando a las dimensiones que exigen las economías de escala, y en algunos otros, 
como las de extracción de aceites de oleaginosas o la industria azucarera, los planteamientos de 
economías, de escala fueron iniciales a su implantación. 
3. «Situación y problemas de la industria agroalimentaria en España», J. Pulgar y J. Jordana ARA, 5-12 abril 1980. 
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Creemos que no siempre las economías de escala son la solución del problema, también una 
integración empresarial en sustratos capaces de agruparse para el aprovisionamiento de materias 
primas o para la promoción comercial y planteamientos marquistas, puede ser un paso menos costoso 
y más consustancial a la situación española. 
Naturalmente que cualquier agrupación industrial y engendrando monopolios, en principio de 
compra de materias primas y posteriormente de ventas. Para ello es preciso forzar la unión paralela 
de la oferta y potenciar ambos movimientos a través de una política contractual de solvencia 
suficiente, controlada, tipificada y arbitrada por la Administración. Recientemente, el Gobierno ha 
elevado a las Cortes un proyecto de Ley, sobre el régimen contractual de productos agrarios. 
Se echan en falta en nuestro país los entes interprofesionales, es decir uniones institucionadas, 
de productores agrarios e industriales, donde se contrasten los intereses de unos y otros; para llegar a 
acuerdos de colaboración estables, interprofesionalidad que tan buenos resultados ha dado en los 
países europeos. Estos contactos son capaces de, en algún modo, regular la producción y precio, 
establecer un régimen contractual sólido y llegar a acuerdos sobre variedades, calendarios, etc. 
3. Las empresas multinacionales en el sector agro-alimentario 
Este es un fenómeno aparecido durante las últimas décadas en el campo agro-alimentario, si bien 
las grandes compañías del cacao, cafés solubles, margarinas, bebidas refrescantes o fruteras, empeza-
ron bajo la iniciativa de las compañías estadounidenses, casi a principios de siglo._ 
Hoy es un fenómeno corriente en Europa, hasta el punto de que Michael Besch ', señala que en 
la República Federal Alemana, el comercio detallista de productos alimentarios, es ocupado en un 
37(/ por tres grandes empresas internacionales (Edeka Handesgruppe, Rewe-Handels gruppe y 
ZHG - Zentrale), siendo hasta el 83% del mercado controlado por este tipo de sociedades. 
En la actualidad la tendencia es que la mayor parte de las actividades de comercialización de 
productos sean absorbidas por este tipo de empresas, siguiendo paralelamente el fenómeno de la 
urbanización del consumo; en la industria alimentaria la tendencia es menor, encaminándose a 
productos nuevos de tipo sofisticado y con considerables valores añadidos. 
Esta clase de empresas controvertidas con mayor o menor fundamento, discutidas por su 
posibilidad de afectar a la soberanía nacional, a la explotación de facilidades fiscales o financieras de 
los estados, a su impacto en la creación y transparencia de tecnología, a su constitución como 
dominadores oligopolísticos de la producción, industrialización y consumo, son un hecho incontro-
vertido, cuya discusión y análisis no se puede realizar en el corto espacio disponible. Sin embargo, 
hay que pensar en ellas, como un fenómeno que está penetrando en nuestro país, aunque sólo se 
encuentra en sus comienzos, y puede cambiar la faz del complejo agro-alimentario. 
Julián Briz, expone en el siguiente cuadro la participación de capital extranjero en 1971 en el 
sector de alimentación y bebidas españolas: 
INVERSIONES EXTRANJERAS EN ALIMENTACION EN ESPAÑA 
(millones de dólares) 
Suiza USA Francia Inglaterra Bélgica R.F. Alemana Italia 
Alimentación y 
bebidas 	  1.731,3 286,7 63,7 3,2 249 7,8 100 
TOTAL 	  12.005,3 1.114,4 5.443,0 3.558,3 3.134 3.091,1 2.162,1 
Ç/ Alimentación 
sobre total 	  14 25 1 — 7 4 4 
CONCLUSION 
Se ha tratado de expresar una situación y problemática del Sector agro-alimentario, como un 
integrante importante de la economía nacional, sometido a la crisis de la economía, al igual que 
cualquier otra actividad del Estado, pero sobre todo, forzado en breve plazo a una profunda 
transformación para adaptarse a los planteamientos constitucionales de economía libre de mercado 
en un nuevo país configurado en regiones y países autonómicos, encaminados hacia una previsible 
federación estatal. 
4. «L'agriculture et l'industrie agro-alimentaire allemande dans le processus d'internationalisation», Symposio sobre la 
Agricultura e Industria agroalimentaria, Zaragoza, abril 1980. 
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Creemos que esta exposición es complementaria a lo expuesto durante las Jornadas, dado que la 
problemática de alguno de los subsectores ha sido tratada de forma específica en otras ponencias. 
Pudiéramos haber intentado diseñar un perfil a nivel nacional de los subsectores más caracterís-
ticos, cosa que hemos desechado, dado que en estos momentos, atípicos por cambiantes hacia una 
evolución inevitable, cualquier perfil resultaría impreciso y poco definitorio si éste se hace con la 
generalidad que un tratamiento tan amplio hubiera supuesto. 
La intencionalidad ha sido la de descubrir, sin ánimo destructivo, el basamento de una situación 
actual al que hay que reforzar y modificar funcionalmente, inducir a la reflexión y aventurar hipótesis 
como aportación. Nuestro deseo es el haber servido con honestidad los planteamientos que se 
hicieron al convocar estas Jornadas. 
COLOQUIO 
José Miguel Gamboa: Gracias, don Luis Ferrer, vamos a dar paso entonces al coloquio, si hay 
alguna pregunta por ahí. 
Juan Cruz Muñoz: Parece que hay un asentimiento general, sobre todo en los grandes partidos, 
de que España debe entrar en el M.C., pero a través de estas intervenciones se está viendo que la 
agricultura, que antes parecía la panacea sobre todo de cara a la exportación, presenta graves 
problemas, principalmente en sectores concretos, como la leche en los que las grandes empresas 
pueden ejercer una gran dominación con respecto a cooperativas y empresas no competitivas. ¿ n ué 
me puede decir el ponente al respecto? 
Ferrer: ¿De cara a la agricultura o de cara a la industria? 
Muñoz: De cara a la industria agroalimentaria, que en este caso toca un poco también a la 
agricultura. 
Ferrer: El sector lácteo, indudablemente, es uno de los más seriamente afectados por la 
industria, por la integración de España en la C.E.E. Hasta el punto de que las declaraciones del señor 
Giscard, la semana pasada produjeron verdadero júbilo en las asociaciones correspondientes de 
industrialés lácteos. Es decir, que todo lo que sea demora, es una especie de balón de oxígeno que 
les aporta. Y fundamentalmente, les afecta en dos aspectos: calidad y precio de la leche española. La 
calidad de la leche española es infinitamente distinta y peor a la leche europea. En cuanto a precio, 
nuestras estructuras productivas no tienen la suficiente evolución como para competir en igualdad de 
precios. Pero además quizá esta parte del norte de España puede tener unas estructuras adecuadas 
porque la climatología acompañará también. Pero en el resto del país, la climatología no acompaña 
para la explotación del ganado lechero. Los grandes complejos que se están formando en las zonas de 
regadío, de alguna manera son competitivos si se llega a una regionalización de las explotaciones. 
Ayer mismo hablaba con un compañero de la Lactaria Española que ha pasado un mes estudiando 
explotaciones de vacuno en Estados Unidos, aunque antes he dicho que todas las comparaciones son 
odiosas, pero sirven para medir. Y me hablaba de que en las explotaciones de ganado lechero, una 
persona manejaba 200 vacas de ordeño. En Nueva Zelanda maneja ciento ventitantas. Esto es para 
asustar a cualquiera. Lo que no podemos pensar es que nuestra estructura productiva ganadera puede 
vivir con 4 o 6 vacas. Realmente, el promedio de la C.E.E. en estos momentos está en 14, 
mantenidos con unos niveles de precios que no les son productivos al ganadero, con unas ayudas 
indirectas no confesadas y muy difíciles de descubrir, pero que a pesar de eso, están generando 
verdaderos problemas de presupuestos hasta el punto de que el mes pasado estaba yo en la asamblea 
general en Bruselas, y el director general de economía agraria, decía que como siga el problema de la 
leche en 1981 se produce la quiebra del M.C. por lo menos del presupuesto. 
En cuanto a la industria, tiene otro problema de tecnología de producción y economía de 
escalas. A pesar de que he dicho que en leches líquidas la tecnología de la producción, el tamaño 
empresarial, indudablemente la leche líquida se puede defender, no obstante, es aleccionador el 
202 
